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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORALTC  \l 2 "SALA DE DECISION LABORAL"
MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, octubre primero de dos mil nueva.

Acta Nº 0061 de octubre 1º de 2009 
ACTA Nº ....... DE ABRIL ... DEL AÑO 2001"

Hora: nueve de la mañana (9:00 a.m.)
En la fecha y hora señaladas, la Sala Laboral del Tribunal Superior, salvo el Dr. Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer del presente asunto, procede a resolver el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la parte que demanda, contra la sentencia proferida por la señora Jueza Tercera Laboral del Circuito de esta ciudad el 15 de mayo hogaño, en el proceso Ordinario que la señora MARGARITA LUNA VIUDA DE MARULANDA adelanta contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa aprobó la Sala el proyecto que presentó el Magistrado Ponente, correspondiente a la siguiente,TC  \l 3 ""
SENTENCIA
Contando con al asesoría de una profesional del derecho, pretende la demandante que se declare que le asiste el derecho para acceder a la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su hija, por ser la única beneficiaria en razón a la dependencia económica y por cuanto ésta dejó causado el derecho pensional y, consecuencia de lo anterior, se condene al ISS al reconocimiento y pago de las respectivas mesadas, desde el 7 de febrero de 2000, teniendo en cuenta los incrementos respectivos, las mesadas adicionales y el retroactivo causado más los intereses moratorios, la indexación de las condenas y las costas procesales a que hubiere lugar.

El sustento de dichos pedidos, lo constituye los hechos que pasan a sintetizarse:

La postulante es la madre de la señora Amanda Marulanda Luna, quien falleció el 7 de febrero de 2000. En vida, Marulanda Luna cotizó al ISS para los riesgos IVM un total de 316 semanas.

El 4 de abril de 2000, la actora presentó reclamación ante el ISS, con el fin de que se le otorgará la pensión de sobrevivientes por el deceso de su hija, siendo negado el pedido, bajo el argumento de que no se había acreditado la dependencia económica suya respecto de la causante. Dicha decisión fue objeto de los recursos propios de la vía gubernativa, siendo confirmada íntegramente.
Resalta finalmente que la dependencia económica que exige la normatividad aplicable al caso, no es total y absoluta, conforme lo ha interpretado la jurisprudencia de la Corte Constitucional.
Por medio de auto de 14 de marzo de 2008, se admitió la demanda y se dio traslado a la parte pasiva de la acción, la que constituyó apoderado judicial que allegó escrito en forma oportuna, manifestándose sobre todos y cada uno de los hechos, oponiéndose a las pretensiones y proponiendo como medios exceptivos de fondo los de “Prescripción”, “Inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido” y “Buena fe”.

Seguidamente se llevó a cabo la audiencia de que trata el artículo 77 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, sin que fuera posible arribar a un acuerdo conciliatorio, por lo que se procedió a fijar el litigio y  no hubo necesidad de adoptar medidas de saneamiento. En primera audiencia de trámite, se decretaron las pruebas pedidas por las partes, consistentes en documentales y testimoniales, las cuales se evacuaron en las postreras etapas del proceso.
Finiquitado el debate probatorio, se dictó el fallo que puso fin a la instancia, en el cual la Jueza a-quo, luego de determinar el problema jurídico a dilucidar, encontró que las pruebas que se allegaron en el transcurrir del proceso, fueron insuficientes para demostrar la dependencia económica alegada, pues no precisaron los gastos que asumía la causante, el monto del aporte o, en fin, cualquier circunstancia que permitiera vislumbrar la importancia de la ayuda brindada. Por tal motivo, denegó las pretensiones de la demanda.
La apoderada de la parte que acciona, estuvo inconforme con la determinación judicial adoptada, por lo que interpuso recurso de apelación, el cual apoyó con los siguientes argumentos:

Parte por criticar la valoración que del acopio probatorio hizo la dispensadora de justicia, señalando que su labor debió enfocarse a determinar como era la situación de la demandante y su grupo familiar antes del deceso de la causante, vislumbrándose allí con claridad la dependencia económica.
Respecto ya a la dependencia económica, asevera que sin duda que la alegada en este caso no es total, sino parcial, lo que sin embargo no desdice de un claro desmejoramiento en la calidad de vida de la actora. Destaca que la fallecida era quien se encargaba del pago de servicios públicos, alimentación y los gastos de vivienda, por lo que la ausencia de su aporte resulta ser de singular importancia para la subsistencia de la demandante.

Finalmente recuerda que el concepto de dependencia total fue desarraigado por la jurisprudencia constitucional, por lo que la dependencia ha de entenderse en cada caso concreto y de las circunstancias puntuales. 

Concedido el recurso, se remitieron las diligencias a esta Sala, surtiéndose el trámite que corresponde a la instancia.
Se resuelve la impugnación con fundamento en las siguientes,

CONSIDERACIONES:

Competencia. 

Esta Sala de Decisión es competente para desatar el recurso de apelación presentado, en virtud de los factores territorial y funcional, conforme a los artículos 5 y 15 lit. b ordinal 1º del Estatuto Procesal Laboral.

Problema jurídico.

Del escrito sustentatorio de la alzada, se desprende como problema jurídico a desatar, el atinente al cumplimiento del requisito de la dependencia económica de la actora frente a su hija fallecida, con miras a determinar si ostenta el carácter de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes.
Lo primero que debe decirse es que el sistema pensional operante en Colombia, concede a sus afiliados multiplicidad de beneficios, dependiendo de la contingencia de la que se trate. Cuando la circunstancia es el fallecimiento del afiliado al sistema de la seguridad social, la Ley estableció que sus beneficiarios podrían acceder a la pensión de sobrevivientes, fijando para ello, en primer lugar, un orden de prelación respecto a los beneficiarios y, en segundo, una serie de presupuestos que debía haber cumplido el afiliado en cuanto a cotizaciones.

En cuanto al presupuesto de cotizaciones, se abstendrá la Sala de hacer algún tipo de pronunciamiento, pues desde un principio se ha aceptado, en el presente asunto, que la fallecida Amanda Marulanda Luna dejó causado el derecho a la sustitución pensional para sus causahabientes.
Se ha logrado establecer, así mismo, que en el sub-lite no existen beneficiarios con mejor derecho que el de la progenitora, pues la misma no tenía ni cónyuge, ni compañero permanente, ni hijos y se ha logrado establecer que a la fecha del deceso vivía en casa de su señora madre.

El debate, en este caso, se ha suscitado en lo tocante a la dependencia económica de la señora Margarita Luna Vda. de Marulanda.

El artículo 47 de la Ley 100 de 1993, en su versión original, se encargó de establecer el orden de los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, señalando en el aparte c) que: “A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de éste”.   
Esa dependencia total y absoluta, como bien lo asevera la togada que impugnó la decisión de primera instancia, no se puede entender como total, porque ello sería tanto negarle a los padres, la posibilidad de tener ingreso aparte del que les prodigaba su hijo. Al respecto, la Corte Constitucional se pronunció en sentencia C-111 de 2006, en la cual declaró la inexequibilidad parcial del artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que modificó el aparte citado. Vale la pena citar uno de los fundamentos de dicha determinación:

“La decisión adoptada por el legislador frente a los padres del causante a pesar de ser conducente y adecuada para el logro de un fin constitucional válido, como lo es el correspondiente a la preservación económica y financiera del fondo mutual que asegura el reconocimiento y pago de las prestaciones que surgen de la seguridad social, desconoce el principio constitucional de proporcionalidad, pues dicha medida legislativa sacrifica los derechos al mínimo vital y a la dignidad humana, y los deberes que le incumben al Estado de solidaridad y protección integral de la familia, que en términos constitucionales se consideran más importantes en defensa y protección del Estado Social de Derecho. Por lo anterior, la Corte declarará inexequible la expresión: “de forma total y absoluta” prevista en la disposición acusada, para que, en su lugar, sean los jueces de la República quienes en cada caso concreto determinen si los padres son o no autosuficientes económicamente, para lo cual se deberá demostrar la subordinación material que da fundamento a la pensión de sobrevivientes prevista en la norma legal demandada”. (negrillas para destacar).
Según este pronunciamiento, el aporte económico que hacía un hijo en beneficio de sus padres, debía tener un carácter determinante para que estos lograran la satisfacción de sus necesidades básicas, mas no puede entenderse como una sujeción total a aquel, pues dicha situación rompe con principios tan importantes como la integración de la familia y el derecho fundamental del mínimo vital.

Con base en lo anterior entonces, entiende la Sala que el término de dependencia económica, debe entenderse como la existencia de una ayuda indispensable que brinda una persona a otra, encaminada a la satisfacción de las necesidades básicas, la cual no necesariamente debe ser absoluta pero que, de sustraerse la misma, resultaría inviable la solución de las mismas por parte del dependiente.

Es que entender la dependencia como total y absoluta, sería como exigir del beneficiario un estado de pobreza extremo, conclusión que deviene abiertamente desproporcionada frente a los fines mismos del Estado Social de Derecho vigente actualmente, por lo que resulta necesario atemperar la interpretación de este presupuesto, fijándole un alcance acorde con los fines del mismo sistema pensional. Pero tampoco se puede llegar al otro extremo de considerar como dependencia económica, cualquier ayuda que brinde una persona a otra, por poca significante que sea, porque ello acarrearía un desequilibrio en el sistema pensional, pues acarrearía multiplicidad de reconocimientos pensionales, sin existir un verdadero fundamento. Por ello es que se torna indispensable adoptar una posición en un término medio, en el sentido de que, como se dijo, la ayuda brindada no represente forzosamente todo el ingreso del beneficiario, pero sí forme la parte principal del mismo.

La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, en su Sala de Casación Laboral, también ha tratado en múltiples pronunciamientos de llegar a un concepto ponderado de la dependencia económica. Uno de dichos precedentes se trae a colación, como apoyo a lo que ya se ha dicho:

“...puede concebirse entonces la dependencia económica como aquella situación de subordinación a que se halla sujeta una persona respecto de otra en relación con su ‘modus vivendi’. Relación de dependencia dentro de la cual deberá observarse, por parte del beneficiado o amparado, una conducta sensata, eso sí, acorde con la dignidad humana pero desprendida de ostentación o suntuosidad alguna.”

La misma Alta Corporación, ha dejado sentado que en ningún evento puede entenderse que la dependencia implica una falta total de recursos por parte del dependiente, sino que de existir los mismos, no sean suficientes para satisfacer las necesidades mínimas. Al respecto dijo el referido Tribunal: 
“Esa acepción de dependencia económica según ha sido concebida por la Corte bajo el presupuesto de la subordinación de los padres en relación con la ayuda pecuniaria del hijo para subsistir, no descarta que aquellos puedan recibir un ingreso adicional fruto de su propio trabajo o actividad siempre y cuando éste no los convierta en autosuficientes económicamente, desapareciendo así la subordinación que predica la norma legal. En todo caso, conviene precisar que la dependencia económica en los términos que se acaban de delinear es una situación que sólo puede ser definida y establecida en cada caso concreto”
 (negrillas y subrayas para destacar).
Corolario de lo dicho, el concepto de dependencia económica debe entenderse en el marco de principios legales y constitucionales como el de la solidaridad y el mínimo vital, lo que de tajo impide darle un sentido totalitario o absoluto, pero también borra la posibilidad de que se trate de una simple ayuda o colaboración de poca monta, debiéndose entenderse –entonces- como la ayuda necesaria para la satisfacción de las mínimas necesidades de una persona, y sin la cual, sería inevitable el quebrantamiento de sus garantías fundamentales.

Ya en términos probatorios, ha de decirse que la carga de demostrar la dependencia económica, al interior de un proceso judicial, corresponde en forma exclusiva a la parte que solicita la pensión, conforme a lo normado en el artículo 177 del Estatuto Procesal Civil. Para ello, puede valerse de los medios de prueba que estime necesarios y que sean pertinentes para ese fin, pero los mismos habrán de caracterizarse por ser demostrativos, no sólo en cuanto a la existencia de un ayuda, sino que además, deberán encaminarse a establecer, de la manera más puntual posible, el monto de la misma, fijando por lo menos los gastos que cubría el causante. 
Allegando lo considerado al caso que ocupa la atención de la Sala, debe decirse que la actora, en la actualidad, percibe una pensión de sobrevivientes, causada por el deceso de su esposo, que fue un año con posterioridad al deceso de su hija y, además, conforme lo narran las declaraciones recibidas en el infolio a Sandra Milena Zuleta Angarita –fl. 49- y Luís Alberto Zuleta Botero –fl. 51-, su demás hijos e hijas la ayudan en el sostenimiento.

Ahora, ya centrando el análisis a la demostración de la dependencia de la demandante respecto de la causante, con antelación al momento del deceso de ésta, debe decir esta Sala que ninguna de las pruebas aportadas es lo suficientemente demostrativa de la entidad e importancia del mismo, pues ambos testigos manifiestan que Amanda brindaba a su progenitora una ayuda, pero reconocen también la existencia de una ayuda de los demás descendientes de la postulante y de su esposo, quien para ese entonces, disfrutaba de una pensión de vejez. No hay duda que la ausencia del aporte o de la ayuda de la de cujus, mermó los ingresos de la señora Margarita, pero no se presentó una desmejora profunda en su calidad de vida, pues siguió contando con los demás portes y, posteriormente, con la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su cónyuge.

Es evidente para esta Sala que en el sub-judice, no se puede predicar la existencia de la dependencia económica en los términos que anteriormente se precisaron exige la Ley y ha interpretado la jurisprudencia patria, máxime cuando los testigos ya mencionados, única prueba allegada al infolio, no son contundentes en establecer con qué gastos corría la fallecida, limitándose a decir que sí le colaboraba, pero que también otros lo hacían.

Así las cosas, se observa que la Jueza de primer grado atinó en la decisión de negar las pretensiones, por cuanto la actora no cumplió debidamente con la carga probatoria de demostrar su calidad de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes        de su hija. Por tanto, se confirmará íntegramente la decisión.

Las costas en esta sede corren por cuenta de la parte actora, de conformidad con el numeral 3º del artículo 392 del Estatuto Procesal Civil, aplicable por remisión analógica autorizada por el artículo 145 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social.
Por lo expresado, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

CONFIRMAR la sentencia apelada.

Costas en esta sede a cargo de la impugnante.
Decisión notificada en estrados.

Cumplido el objeto de la presente diligencia, se da por terminada y en constancia  suscriben el acta los intervinientes.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES









(IMPEDIDO)
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON


HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� Sentencia del 17 de julio de 2003. Exp. 4936-02. M.P. Dr. Alberto Arango Mantilla.


� Sentencia del 7 de marzo de 2005 radicación 24141
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